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Elecciones Gobernación 2003
N° de candidatos 6

Potencial de votación 1.313.245

% de participación 48,45

Votos válidos 518.273 

Votos por candidatos 471.631

Votos en blanco 46.642

Votos nulos 8.477

Tarjetas no marcadas 109.545

Total votación 636.295 

Fuente: Registraduría Nacional

Indicadores de violencia 
2003 2004 2005 2006 ene.-mar. 2007

Homicidios 793 730 637 609 157

Masacres 1 0 0 0 0

Homicidios de alcaldes y ex alcaldes 0 0 1 0 0

Homicidio de concejales 2 0 1 0 0

Secuestros 4 12 9 6 4

Desplazamientos forzados 11.390 12.097 9.594 11.553 488

Fuente: Observatorio de Derechos Humanos, Vicepresidencia de la República

Atlántico es en la actualidad un 

departamento de importancia 

geoestratégica para los actores 

armados ilegales y un importan-

te punto para la comercializa-

ción de drogas ilícitas, armas y equipos. “Su 

vecindad con los departamentos de Mag-

dalena y Bolívar y su cercanía con zonas de 

influencia de grupos al margen de la ley, como 

la Sierra Nevada de Santa Marta y los Montes 

de María, han hecho que la dinámica de la 

confrontación se traslade a sus territorios”, 

dice el informe regional del Observatorio de 

Derechos Humanos de la Vicepresidencia.

Presencia de ilegales. La dinámica del 

narcotráfico en Atlántico comenzó en los 

años 70, con los marimberos o traficantes de 

marihuana, que solían ser guajiros o personas 

del interior del país. Llegaron a Barranquilla 

porque era polo de atracción de la mayor 

importancia, al tiempo que servía como uno de 

los centros comercializadores del producto. El 

auge de los cultivos de marihuana 

se dio principalmente en los años 

setenta, fenómeno que estuvo 

muy relacionado, a su vez, con el 

contrabando, que tuvo un impacto 

importante en Barranquilla.

El bloque Caribe de las farc 

y el frente de guerra Norte del 

eln establecieron en la capital 

del departamento redes urbanas 

articuladas a los frentes rurales o 

algunas milicias, de importancia en términos 

logísticos y financieros. Pero la presencia de 

estas dos guerrillas disminuyó notoriamente 

desde 1999, época en la que las autodefensas 

cobraron una mayor presencia. 

La salida de las guerrillas de la zona coincide 

con el interés de algunos sectores de Barran-

quilla, así como de los narcotraficantes, de bus-

car protección de las autodefensas para evitar 

la vacuna y el secuestro, sobre todo después 

del plagio masivo de la ciénaga de El Torno, en 

1999. Posteriormente, las autodefensas busca-

ron apoderarse del negocio del narcotráfico y 

de la extorsión combatiendo a carteles de la 

droga, pandillas y delincuentes comunes. 

Según la Vicepresidencia, la violencia en el 

departamento se debió principalmente a una 

disputa por el poder entre el Bloque Norte de 

las auc y otras organizaciones irregulares que 

fueron sometidas o permanecían en guerra 

con éste. En una declaración ante la Fiscalía, 

el ex líder paramilitar “Jorge 40” señaló que su 

accionar se debió al interés de la guerrilla de 

tomar el corredor que comunica a la zona ba-

nanera con la capital del Atlántico. A través del 

llamado “Computador de Jorge 40”, la Fiscalía 

descubrió la nómina de las auc en Barranquilla 

y cuatro archivos en donde se detallaban las 

actividades de este grupo en Soledad, Atlántico 

y el control sobre el municipio. Así, por ejem-

plo, se halló un “informe de ingresos y gastos 

ese Hospital Materno Infantil de Soledad, del 

16 de abril de 2004 a diciembre de 2005” y los 

contratos firmados por la Alcaldía. El computa-

dor también permitió poner al descubierto la 

campaña de exterminio contra líderes sociales 

y sindicales en Barranquilla. En diferentes 

archivos se encontraba el nombre propio y la 

actividad de la víctima.

El año en que más homicidios ocurrieron 

fue 2003 porque precisamente los grupos de 

autodefensa arremetieron contra delincuen-

tes, habitantes de la calle, contraventores de 

la ley, sindicalistas y miembros de organizacio-

nes sociales, para ganar dominio en la región. 

Las zonas más afectadas en el departamento 

han sido Barranquilla, con más del 50% de la 

tasa departamental de homicidios, seguida por 

los municipios de Galapa y Soledad.

En su último informe, la Misión de la oea 

advirtió que continúa la influencia del des-

movilizado Bloque Norte en Atlántico y otros 

departamentos de la costa y, además, que se 

ha presentado el rearme de grupos paramili-

tares. Según el Gobierno, 1.077 desmovilizados 

se han establecido en Atlántico.

Elecciones. Por presuntos vínculos con 

los paramilitares, el congresista Dieb Maloof, 

elegido por Atlántico, se encuentra detenido, 

así como también la ex alcaldesa de Soledad, 

Rosa Stella Ibáñez. De acuerdo con el mapa 

de riesgo electoral elaborado por universida-

des y organizaciones de la sociedad civil, el 

riesgo más alto para las próximas elecciones 

en el departamento se encuentra en el muni-

cipio de Tubará. w

La sociedad civil ha sido la más afectada en el departamento ante la presión de ilegales.
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Magdalena es apetecido por 

el interés de manejar sus 

recursos públicos, dominar 

un territorio que comunica 

con la Guajira y Cesar y 

porque a través de sus ríos se lleva droga hacia 

el Caribe. Los grupos paramilitares llegaron 

tras los recursos del narcotráfico, el carbón, el 

contrabando y la venta ilegal de gasolina.

Presencia de ilegales. La incursión para-

militar se remonta a principios de la década 

del ochenta con varias estructuras en estrecha 

relación con el narcotráfico. A mediados de 

esta década las farc lograron un crecimiento 

en Magdalena que se tradujo en su fortaleci-

miento financiero y militar y en la creación 

de un nuevo frente en la Serranía del Perijá. 

La insurgencia llegó a establecer corredores 

de movilidad entre la Sierra Nevada de Santa 

Marta, la Serranía del Perijá y la Ciénaga 

grande del Magdalena. Las farc le apostaron a 

copar el poder local. 

Cuando llega el Bloque Norte en el año 2000, 

ya el líder paramilitar Carlos Castaño le había 

ganado el pulso a Giraldo. El Bloque Norte, 

comandado por “Jorge 40”, “subordina a todas 

las estructuras paramilitares ya existentes y 

somete a los poderes locales, relata el informe 

de la Corporación Nuevo Arco Iris.

Según el Observatorio de la Vicepresiden-

cia, entre 2000 y junio de 2005 fueron asesi-

nados 253 indígenas en la Sierra Nevada, en un 

42% de los casos víctimas de las autodefensas.

Aún hoy, después de la desmovilización 

paramilitar, la Misión de la oea ha encontrado 

que, Magdalena “es una de las zonas con más 

estructuras rearmadas y reductos no desmovi-

lizados”, asegura el octavo informe. Uno de los 

cabecillas de las “Águilas Negras” en la región, 

Adolfo Guevara, quien fuera segundo al 

mando del Bloque Norte de las auc, se entregó 

en el mes de julio. Actualmente, Magdalena 

alberga a 2.149 desmoviliza-

dos de las auc, un número 

significativo en el país.

Elecciones. Según la 

investigación de Claudia 

López, “el caso de Magda-

lena es el más atípico en la 

conformación de distritos 

electorales ilegales en los 

que se promovió una pa-

reja de candidatos, uno para la Cámara y otro 

para el Senado, que arrasaron en votación en 

2002”. El Observatorio de Derechos Humanos 

de la Vicepresidencia publica que “en las pasa-

das elecciones para alcaldías, en Magdalena, 

se presentaron varias situaciones atípicas. En 

los municipios de Pijiño, San Sebastián, Zapa-

yán, San Ángel, Retén, Zona Bananera, Con-

cordia, Salamina, El Difícil, El Banco y Plato se 

presentaron candidatos únicos y aunque en 

los tarjetones aparecieron dos o tres candida-

tos, algunos de los afectados por las presiones 

solicitaron se les aceptara su renuncia. Al 

no ser posible dicha petición, los candidatos 

realizaron campañas en los municipios para 

que no votaran por ellos”. 

Indicadores de violencia
2003 2004 2005 2006 ene.-mar. 2007

Homicidios 681 535 427 397 121

Masacres 1 0 0 1 0

Homicidios de alcaldes y ex alcaldes 1 1 1 0 0

Homicidio de concejales 4 0 0 0 0

Secuestros 96 63 14 26 3

Desplazamientos forzados 11.390 12.097 9.594 11.553 488

Fuente: Observatorio de Derechos Humanos, Vicepresidencia de la República

Elecciones Gobernación 2003
N° de candidatos 1

Potencial de votación 646.404

% de participación 56,15

Votos válidos 293.264

Votos por candidatos 237.800

Votos en blanco 55.464

Votos nulos 3.226

Tarjetas no marcadas 66.498

Total votación 362.988

Fuente: Registraduría Nacional

Los indígenas han sido víctimas de la violencia. 

El gobernador elegido en 2003, Trino 

Luna Correa, quien fue candidato único en el 

departamento, fue destituido por la Fiscalía 

y se encuentra detenido en La Picota desde 

donde “está moviendo los hilos para asegurar 

la elección de Omar Díaz Granados”, revela la 

revista Cambio. De los 7 congresistas elegidos 

con la votación del Magdalena, cuatro han 

sido vinculados a la parapolítica. De acuerdo 

con el mapa de riesgo electoral elaborado por 

universidades y organizaciones de la sociedad 

civil, el riesgo más alto para las próximas 

elecciones en Magdalena se encuentra en los 

municipios de Algarrobo, Cerro San Antonio 

y El Piñón. También hay riesgo en Ariguaní, 

Sabanas de San Ángel y Zapayán. w
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la coca y el chance

Elecciones Gobernación 2003
N° de candidatos 6

Potencial de votación 1.079.651

% de participación 51,95%

Votos válidos 457.685

Votos por candidatos 431.131

Votos en blanco 26.554

Votos nulos 7.160

Tarjetas no marcadas 96.078

Total votación 560.923

Fuente: Registraduría Nacional

Indicadores de violencia
2003 2004 2005 2006 ene.-mar. 2007

Homicidios 617 462 444 502 166

Masacres 1 0 0 1 0

Homicidios de alcaldes y ex-alcaldes 0 0 0 0 0

Homicidio de concejales 1 0 0 0 0

Secuestros 30 55 31 19 3

Desplazamientos forzados 12.787 13.870 16.982 16.549 1.488

Fuente: Observatorio de Derechos Humanos, Vicepresidencia de la República

La lucha por el poder en Bolívar 

está atravesada por la ilegalidad. 

Detrás de los intereses de la 

empresa de chance y la estre-

cha relación de políticos con el 

paramilitarismo, grupos ilegales se debaten 

por el dominio de 2.382 hectáreas de coca, el 

3% de los cultivos de coca en el país. A su vez, 

la riqueza de la explotación minera del oro 

llena de ambiciones a la ilegalidad.

Presencia de ilegales. Manifestaciones 

de violencia en Bolívar se ha concentrado en 

la Serranía de San Lucas, el valle del río Cimi-

tarra y los Montes de María, zonas de impor-

tantes recursos económicos y que constituyen 

corredores estratégicos para los grupos arma-

dos. El sur de Bolívar está determinado por la 

Serranía de San Lucas, por el acceso que desde 

allí se logra hacia el río Magdalena, el Orien-

te Antioqueño y la Costa Atlántica y porque 

permite las acciones de avanzada y repliegue. 

Además, la selva resguarda las plantaciones 

de coca. En los Montes de María, la presencia 

de ilegales se explica ante todo por la impor-

tancia de la zona para el tráfico de droga. 

El conflicto armado en Bolívar tuvo 

su primera época de expansión en 

los años ochenta. El eln, en el 

sur de Bolívar desde 1972, 

fue la guerrilla más activa 

hasta 1997. Junto a ellos, las 

farc ejercían fuerte presión 

sobre las comunidades.

Según la Vicepresi-

dencia de la República, la 

confrontación en Bo-

lívar se agudiza 

con la 

irrupción de las auc en 1997 

y con la ofensiva del Estado 

en 2002 para consolidar 

el orden público. En 1997, 

los principales líderes de 

las autodefensas sellaron 

una alianza para ingresar 

al sur de Bolívar, que trajo 

una grave situación de 

desplazamiento forzado, 

caos administrativo y crisis 

de gobernabilidad. En Santa Rosa, señala el 

Observatorio de Derechos Humanos de la Vice-

presidencia, “la naciente élite política y econó-

mica entró en abierta oposición a la guerrilla y 

optó por la solución que ofrecían los grupos de 

autodefensa; los políticos de Simití se sumarían 

poco después a esta decisión”. Fueron cuatro 

años de asesinatos, masacres, desapariciones, 

desplazamientos, torturas y enfrentamientos.

Según la Corporación Nuevo Arco Iris, en 

el sur de Bolívar los paramilitares “le ganaron 

la guerra al eln, impusieron su dominio en la 

región, lo que les permitió hacer grandes 

movilizaciones campesinas para 

impedir las negociaciones de 

esta guerrilla con el gobierno 

del presidente Pastrana”. 

Hoy en día, Bolívar es 

uno de los departamentos 

que propicia mayor can-

tidad de desplazamientos 

forzados en el país. Un total 

de 966 desmovilizados viven en el 

departamento. Según el último infor-

me de la Misión de la oea, desmovili-

zados y no desmovilizados “mantie-

nen a la población amenazada, 

causando desplazamientos y 

secuestros”.

Elecciones. Las 

elecciones al Congreso 

en 2002 y 2006, y las 

locales de 2003 en 

Bolívar han sido eje 

de la parapolítica. 

El ex líder para-

militar Salvatore 

Mancuso reveló que 

tuvo acuerdos con 

el actual gobernador, 

Libardo Simancas. La 

empresaria de chance, 

Enilce López, está actual-

mente en prisión por lavado 

de activos y es investigada por sus vínculos con 

los paramilitares. Las autoridades investigan 

sus posibles aportes ilícitos a varias campañas 

políticas y la posible incidencia para asegurar-

se la Gobernación del Bolívar. Durante el juicio 

dijo que apoyó la candidatura del alcalde de 

Cartagena Nicolás Curi. Su hijo, Héctor Julio 

Alfonso, es representante a la Cámara por 

segunda vez. El yerno del alcalde, senador 

William Montes, se encuentra detenido por 

parapolítica. Por otra parte, se han denunciado 

testimonios públicos del respaldo del ex para-

militar Ernesto Báez al senador Carlos Clavijo y 

al ex senador Carlos Higuera.

Según diferentes medios de comunicación, 

aparecen salpicados por vínculos con parami-

litares el representante Fernando Tafur y su 

hermano el diputado Jorge Tafur; el senador 

Vicente Blel; el ex representante Alfonso 

López Cossio, hoy aspirante a la Gobernación; 

y varios dirigentes del sur de Bolívar.

De acuerdo con el mapa, el riesgo más alto 

para las próximas elecciones en Bolívar se 

encuentra en los municipios de Córdoba, San 

Fernando, Arenal, Regidor y Magangué. En 

este último municipio fue anulada la tercera 

parte de los votos en las elecciones de 2006 al 

Congreso. Al Consejo Nacional Electoral han 

llegado denuncias de trashumancia electoral 

en 24 municipios del departamento, de mane-

ra especial en Arjona. w

La población merece que su clase política no tenga nexos con ilegales
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